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SENTENCIA nº 14/22 

 

En Siero, a 1 de febrero de 2022. 

 

Vistos por    , Juez del 

Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 4 de 

Siero, los autos de Juicio Ordinario nº 176/2021, 

seguidos a instancia de     

, representada por la Procuradora   

   y asistida por el Letrado  

  , en calidad de parte 

demandante, contra la Entidad INTRUM INVESTMENT 

representada por el Procurador    

  y asistida por la Letrada   

  en calidad de parte demandada, siendo 

parte el Ministerio Fiscal en la representación que 

le es propia. 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Se ha presentado en fecha 12 de abril de 

2021,   escrito de demanda de juicio ordinario en 

nombre de      contra la 

Entidad de INTRUM INVESTMENT, en la que después de 

alegar los hechos y fundamentos de derecho que estimó 

oportunos, terminó solicitando que se dicte sentencia 

por la que declare la estimación de todas las 

pretensiones de la demanda reconociendo por parte de 

la demandada una vulneración del derecho al honor de 

la parte actora    , que 

declare que la demandada mantuvo indebidamente en los 
 

 

 

 
 

 



 
 

 

registros de solvencia patrimonial ASNEF EQUIFAX 

datos relativos a la actora y que declare la 

intromisión ilegítima en el honor y la intimidad de 

     por parte de la 

demandada y se la condene a estar y pasar por ello y 

al pago de una indemnización por daño moral genérico 

causado a la actora de 4.500 euros o alternativamente 

la cuantía que se estime pertinente atendiendo a las 

circunstancias del caso, y que la demandada proceda 

a reparar el daño causado y lleve a cabo todos los 

actos necesarios para excluir a la parte actora del 

fichero de morosos en el que ha sido incluida de 

manera indebida, condenándola al pago de los 

intereses legales correspondientes y costas derivadas 

de este proceso. 

 

SEGUNDO.-   Admitida a trámite la demanda por Decreto 

de este Juzgado de fecha 24 de mayo de 2021, se dio 

traslado a la parte demandada y al Ministerio Fiscal 

para que en el plazo de 20 días hábiles formulase 

contestación. 

 

TERCERO.- Se ha presentado escrito de contestación a 

la demanda interpuesta, en fecha 28 de junio de 2021 

en nombre de INTRUM INVESTMENT, en la que después de 

alegar los hechos y fundamentos de derecho que ha 

estimado oportunos, termino solicitando que se dicte 

resolución en su día por la que se desestime 

íntegramente la demanda presentada por   

  , con expresa imposición de las 

costas a la parte demandante. 

Por el Ministerio Fiscal se procedió a contestar a la 

demanda interpuesta según consta en su informe unido 

a los autos de fecha 26 de mayo de 2021, el cual 

damos por reproducido. 

Por resolución de fecha 20 de junio de 2021, se tuvo 

por contestada la demanda y se señaló como día para 

la celebración de la Audiencia Previa, la fecha de 6 

de octubre de 2021. 

 

CUARTO.- La Audiencia Previa se celebró en la fecha 

señalada con la comparecencia de ambas partes, 



 

 

 

siguiendo los Artículos 414 y ss de la LEC con la 

proposición y admisión de pruebas, tal y como figura 

reflejado en la grabación efectuada que se da por 

enteramente reproducida, y admitiéndose prueba 

pendiente de cumplimentar,   se acordó su práctica y 

se señalo como dia para la celebración del juicio 

oral el dia 27 de enero de 2022. En el dia del juicio 

comparecieron todas las partes, se practicó la prueba 

de interrogatorio de la actora, y dando por 

reproducida el resto de la prueba, y previa 

formulación de conclusiones por todas las partes, 

quedo en asunto pendiente de Sentencia. 

 

QUINTO.- En la tramitación de este juicio se han 

seguido las prescripciones legales oportunas. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- Por la parte actora se ejercitan las 

acciones propias de la LO 1/1982 de Protección del 

Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y a la 

Propia Imagen, al entender que los datos de la misma 

han sido indebidamente incluidos, contraviniendo lo 

dispuesto en tal norma jurídica, en un fichero de 

morosidad, solicitando a través del presente 

procedimiento que se adopten las medidas para 

restaurar el honor de la actora a tenor de lo 

dispuesto en el articulo 9.2 de la LO 1/1982 y sus 

concordantes. Se alega que   al intentar 

realizar diversas gestiones de tipo económico, en un 

momento dado, comenzó a tener ciertas trabas, 

descubriendo que sus datos habían sido incorporados 

en los ficheros de solvencia patrimonial y en   Marzo 

de 2021 solicita información al fichero ASNEF EQUIFAX 

obteniendo como conclusión que sus datos se 

encontraban incluidos en el fichero ASNEF, siendo la 

entidad informante INTRUM INVESTMENT , con fecha de 

alta en el fichero el 14 de Mayo de 2020, por importe 

de 854,00€. La actora alega en su demanda que no 

suscribió ninguna relación comercial con dicha 

entidad y que además ha sido incumplido el requisito 



 

 

 

de requerimiento previo de pago y preaviso de 

inclusión. 

 

La Entidad demandada sostiene que la actora suscribió 

con la entidad      

un contrato de tarjeta de crédito en virtud del cual, 

la primera le dejó a deber a la entidad financiera la 

cantidad de 854 €. Además señala que el , dio 

salida de su balance a buena parte de las deudas 

existentes, vencidas, líquidas y exigibles de difícil 

cobro, mediante cesiones en bloque de estas deudas a 

otras empresas. Dentro de este contexto de cesión de 

créditos impagados, el  (Cedente) cedió a la 

Sociedad INTRUM INVESTMENT (Cesionario), parte de 

sus deudas, entre ellas, la de la     

. Sostiene que tanto BBVA como INTRUM 

INVESTMENT   procedieron a remitir una comunicación a 

la    informando de la cesión en 

fecha 3 de febrero de 2020, y se le informó que 

debía de satisfacer el importe de la deuda en el 

plazo de treinta días, que a la fecha de la cesión 

ascendía a 854 €, y se le advertía desde ese momento 

que, en el caso de no proceder al pago de la deuda, 

sus datos podrían ser incluidos en los ficheros 

relativos al cumplimiento de sus obligaciones 

dinerarias y ante el impago de la deuda por parte de 

la   , INTRUM inscribió la deuda por 

importe de 854 euros, en el registro de solvencia 

económica ASNEF, de la entidad EQUIFAX IBÉRICA SL. en 

fecha 14 de mayo de 2020. 

 

SEGUNDO.-   Se ejercita en el presente procedimiento 

una acción de protección al honor al amparo de la Ley 

1/1982 de 5 de mayo de Protección del Derecho al 

Honor, a la Intimidad personal y familiar y a la 

propia imagen que señala en el artículo 1 que “ el 

derecho fundamental al honor, a la intimidad personal 

y familiar y a la propia imagen, garantizado en el 

art. 18 CE, será protegido civilmente frente a todo 

género de intromisiones ilegítimas, de acuerdo con lo 

establecido en la presente ley orgánica” y señalando 

el párrafo tercero que “el derecho al honor, a la 



 

 

 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen es 

irrenunciable, inalienable e imprescriptible. La 

renuncia a la protección prevista en esta ley será 

nula, sin perjuicio de los supuestos de autorización 

o consentimiento a que se refiere el art. 2 de esta 

ley”, y el artículo 2 indica que “la protección 

civil del honor, de la intimidad y de la propia 

imagen quedará delimitada por las leyes y por los 

usos sociales atendiendo al ámbito que, por sus 

propios actos, mantenga cada persona reservado para 

sí misma o su familia” y en su párrafo segundo dice 

que “no se apreciará la existencia de intromisión 

ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere 

expresamente autorizada por la Ley o cuando el 

titular del derecho hubiere otorgado al efecto su 

consentimiento expreso”. 

 
Por su parte, el Real Decreto 1720/2007, de 21 de 

diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 

desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de Datos de carácter 

personal, cuya ultima redacción consta en la LO 

3/2018 de 5 de diciembre exige en su artículo 8 que 

los datos de caracter personal sean tratados de una 

forma leal y licita y en el apartado que se dedica a 

regular la prestación de servicios de información 

sobre solvencia patrimonial y crédito indica que “ 

quienes se dediquen a la prestación de servicios de 

información sobre la solvencia patrimonial y el 

crédito sólo podrán tratar datos de carácter personal 

obtenidos de los registros y las fuentes accesibles 

al público establecidos al efecto o procedentes de 

informaciones facilitadas por el interesado o con su 

consentimiento” y señala que “podrán tratarse también 

datos de carácter personal relativos al cumplimiento 

o incumplimiento de obligaciones dinerarias 

facilitados por el acreedor o por quien actúe por su 

cuenta o interés. En estos casos se notificará a los 

interesados respecto de los que hayan registrado 

datos de carácter personal en ficheros, en el plazo 

de treinta días desde dicho registro, una referencia 



 

 

 

de los que hubiesen sido incluidos y se les informará 

de su derecho a recabar información de la totalidad 

de ellos, en los términos establecidos por la 

presente Ley” y añade que “en los supuestos a que se 

refieren los dos apartados anteriores, cuando el 

interesado lo solicite, el responsable del 

tratamiento le comunicará los datos, así como las 

evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo hayan 

sido comunicadas durante los últimos seis meses y el 

nombre y dirección de la persona o entidad a quien se 

hayan revelado los datos y señala que “sólo se podrán 

registrar y ceder los datos de carácter personal que 

sean determinantes para enjuiciar la solvencia 

económica de los interesados y que no se refieran, 

cuando sean adversos, a más de seis años, siempre que 

respondan con veracidad a la situación actual de 

aquéllos”. (artículo 29). 

El RLOPD, en concreto, promulgado en el Real Decreto 

1720/2007, de 21 de diciembre, se refiere a la 

responsabilidad en el tratamiento de datos. El 

acreedor o quien actúe por su cuenta o interés deberá 

asegurarse que concurren todos los requisitos 

exigidos en la legislación y en particular los 

siguientes: 

 
•  la existencia previa de una deuda cierta, 

vencida, exigible, que haya resultado impagada 

• que no hayan transcurrido seis años desde la 

fecha en que hubo de procederse al pago de la 

deuda o del vencimiento de la obligación o del 

plazo concreto si aquélla fuera de vencimiento 

periódico 

• que se haya realizado requerimiento previo de 

pago a quien corresponda el cumplimiento de la 

obligación 

• El acreedor deberá informar al deudor, en el 

momento en que se celebre el contrato y, en todo 

caso, al tiempo de efectuar el requerimiento de 

pago, que en caso de no producirse el pago en el 



 

 

 

término previsto para ello y cumplirse los 

requisitos previstos en el citado artículo, los 

datos relativos al impago podrán ser comunicados 

a ficheros relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

TERCERO.- El punto de discrepancia en el presente 

asunto se centra con carácter principal en que la 

actora y asi lo hace el Ministerio Fiscal que se 

muestra conforme a la estimación de la demanda, 

entiende que se ha producido una intromisión 

ilegítima en su honor al publicar la Entidad 

demandada, sus datos en un fichero de insolvencia 

patrimonial, poniendo el acento en la falta del 

requisito de requerimiento de pago. La parte actora 

ha declarado en el acto del juicio, y señala, que 

aunque hace años mas de 10 años que fue cliente del 

, y tuvo dos tarjetas de crédito, dejo de ser 

cliente y no quedó con deuda alguna en relación a la 

Entidad. Algo diferente entiende la Entidad 

demandada, que señala que consta deuda de la actora 

y que tal Entidad como cesionaria de los derechos de 

crédito del  requirió de pago a la actora en 

virtud de carta al domicilio de esta en Lugones. La 

actora niega haber recibido comunicación alguna de la 

existencia de una deuda ni requerimiento de que en 

caso de impago sus datos serian publicados en fichero 

de datos. 

La demandada aporta con su contestación un informe de 

la Entidad SERVINFORM, S.A. en el que se acredita que 

ha prestado servicios de envío de Requerimientos de 

Pago y Cesión de Crédito de INTRUM SERVICING, y en 

virtud de ese documento justifica su requerimiento a 

la actora. A la vista del documento, consta que con 

fecha 30 de enero de 2020, según refiere, se cursó 

envío postal dirigido a la actora  , pero 

en concreto lo que prueba el documento es que se 

genero un servicio de envio postal a ese domicilio 

que allí aparece de       

  , que la actora ha reconocido que 

es su domicilio desde que tenia 9 años de edad, pero 

no consta en absoluto acreditación de que tal 



 

 

 

comunicación fue recibida por la interesada, y además 

consta en autos el resultado del oficio en el que 

solicita a SERVIFORM que indique si dispone de algún 

elemento probatorio de la fecha de la recepción por 

el destinatario de una carta que se envie y su 

conclusión es clara, ya que según documento obrante 

que se recibe en este Juzgado en fecha 22 de octubre 

de 2021, se indica de forma muy concreta que tal 

Entidad solo acredita la generación de las 

comunicación y su entrega en los servicios del 

operador postal, nada por tanto que nos de prueba de 

la recepción ni de que el destinatario tuvo 

conocimiento. 

 

En este sentido resulta muy claro el contenido en 

relación con el asunto que nos ocupa de la STS, Sala 

Primera, la nº 672/2020 de 11 de diciembre de 2020 

del que reproducimos un párrafo de interés en esta 

casusa. Asi señala que “…….(…..)La cuestión jurídica 

controvertida reside en determinar si puede 

considerarse que hubo o no previo requerimiento de 

pago. La Audiencia Provincial de Asturias no 

considera cumplido este requisito porque lo que se 

acredita es un envío masivo de notificaciones a los 

deudores, pero no se acredita la recepción por el 

destinatario. Al no constar devuelta la carta no 

prueba la recepción, según indica la Audiencia, quien 

considera que la recurrente disponía de mecanismos 

adecuados para acreditar que ha realizado el 

requerimiento de pago, tales como el envío con acuse 

de recibo, telegrama, correo electrónico acreditando 

el envío, o similares. Frente a esta postura, la 

recurrente considera que el envío es suficiente para 

acreditar el requerimiento de pago. Esta sala en 

sentencia 13/2013, de 29 de enero , entendió que se 

había producido el requerimiento, considerando como 

argumento principal, que la notificación se había 

efectuado con anterioridad a la inclusión en el 

fichero de morosos mediante envío postal, sin 

fehaciencia en la recepción, pero entendía 

indiciariamente justificado el recibo de la 

notificación, dado que posteriormente se recibieron 



 

 

 

en el mismo domicilio telegramas de cuya recepción 

hay constancia. El supuesto al que hace referencia la 

mencionada sentencia de esta sala, es diferente de la 

actual, pues en aquel concurrían otros documentos 

(telegramas) de los que deducía el conocimiento por 

el deudor del requerimiento efectuado. En el presente 

recurso se alega la infracción del art. 38.1. c) del 

Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre , de 

protección de datos, y esta sala debe declarar que se 

ha efectuado una correcta interpretación del mismo 

por el Tribunal de apelación, dado que el mero envío 

del requerimiento de pago, por vía postal, no 

acredita la recepción del mismo, por lo que no se 

puede entender efectuado el preceptivo requerimiento 

de pago, previo a la inclusión en el fichero de 

morosos. En este sentido la sentencia 563/2019, de 

23 de octubre , se declara: "En la sentencia 

740/2015, de 22 diciembre , hemos declarado que el 

requisito del requerimiento de pago previo no es 

simplemente un requisito "formal", de modo que su 

incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 

administrativa. El requerimiento de pago previo es un 

requisito que responde a la finalidad del fichero 

automatizado sobre incumplimiento de obligaciones 

dinerarias, que no es simplemente un registro sobre 

deudas, sino sobre personas que incumplen sus 

obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o 

porque no quieren hacerlo de modo injustificado. Con 

la práctica de este requerimiento se impide que sean 

incluidas en estos registros personas que, por un 

simple descuido, por un error bancario al que son 

ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar 

naturaleza, han dejado de hacer frente a una 

obligación dineraria vencida y exigible sin que ese 

dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia. 

Además, les permite ejercitar sus derechos de acceso, 

rectificación, oposición y cancelación".::……(…..)…”. 

 

Según esta doctrina aplicable,   se hace evidente que 

la publicación de los datos de una persona en un 

fichero de solvencia patrimonial debe cumplir unos 

requisitos concretos, ya comentados, y uno de ellos 



 

 

 

es el requerimiento previo, que se justifica sin 

duda por las consecuencias que conlleva esta 

inclusión para los derechos de honor de una persona, 

y por ello, este requisito del requerimiento previo, 

es al mismo tiempo una garantía de los derechos del 

afectado, y el acreedor o quien se considere tal 

debe cumplir con rigor los requisitos de comunicación 

. Es fácil entender que requerir de pago con el envío 

de una carta sin comprobar de forma fehaciente si esa 

ha llegado o no al destinatario, es insuficiente. La 

Entidad que pretende usar estas publicaciones en 

ficheros de insolvencia, se obliga para cumplir la 

seguridad de lo protegido por las normas, a emitir 

sus comunicaciones por un medio o medios usuales pero 

garantes al máximo y suficientes que permitan probar 

no solo la entrega, si no la recepción, lugar, 

fecha, persona que la recibe y si en efecto el 

obligado o destinatario de la comunicación, la ha 

llegado a recibir debiendo utilizar el acreedor en su 

caso, todos los medios en el mercado y usuales para 

hacer llegar una comunicación con todas las 

garantías, como son un envio mediante un acuse de 

recibo, un telegrama etc. 

Es evidente que con la prueba obrante en el presente 

caso, no hay prueba de que el requisito analizado se 

haya cumplido, con lo cual la inclusión en el 

fichero descrito es absolutamente atentatoria del 

derecho de honor de la perjudicada actora, ya que no 

se acredita de forma plena que fue requerida del pago 

de una deuda que ni siquiera admite en su existencia, 

desconociendo por la falta de requerimiento previo, 

ya que no hay acreditación de este extremo,   de que 

sus datos se iban a contener en un fichero de este 

tipo. 

 

CUARTO.- La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 

Primera, de fecha 23 de marzo de 2018 resolviendo el 

recurso nº 3166/2017 es muy ilustrativa en lo que 

hemos dicho, y se hace oportuno reproducir uno de 

sus pasajes a modo de ejemplo jurisprudencial 

mayoritario en esta materia: “……..(…)….2.-    La 

calidad de los datos en los registros de morosos . 



 

 

 

Este principio, y los derechos que de él se derivan 

para los afectados, son aplicables a todas las 

modalidades de tratamiento automatizado de datos de 

carácter personal. Pero tienen una especial 

trascendencia cuando se trata de los llamados 

"registros de morosos", esto es, los ficheros de 

«datos de carácter personal relativos al cumplimiento 

o incumplimiento de obligaciones dinerarias 

facilitados por el acreedor o por quien actúe por su 

cuenta o interés». El art. 29.4 LOPD establece que 

«sólo se podrán registrar y ceder los datos de 

carácter personal que sean determinantes para 

enjuiciar la solvencia económica de los interesados y 

que no se refieran, cuando sean adversos, a más de 

seis años, siempre que respondan con veracidad a la 

situación actual de aquéllos». Los arts. 38 y   39 

del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre , por 

el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 

protección de datos de carácter personal, al 

desarrollar, valga la redundancia, el art. 29 LOPD , 

exigen para la inclusión en los ficheros de datos de 

carácter personal que sean determinantes para 

enjuiciar la solvencia económica del afectado, la 

existencia previa de una deuda cierta, vencida, 

exigible, que haya resultado impagada, y que se haya 

requerido de pago al deudor, informándole que en caso 

de no producirse el pago en el término previsto para 

ello y cumplirse los demás requisitos, los datos 

relativos al impago podrán ser comunicados a ficheros 

relativos al cumplimiento o incumplimiento de 

obligaciones dinerarias. 3.-     El principio de 

calidad de datos no se limita a exigir la veracidad 

de la deuda. Es precisa la pertinencia de los datos 

respecto de la finalidad del fichero.   Los datos que 

se incluyan en estos registros de morosos han de ser 

ciertos y exactos. Pero no basta con el cumplimiento 

de esos requisitos para satisfacer las exigencias del 

principio de calidad de los datos en este tipo de 

registros. Hay datos que pueden ser ciertos y exactos 

sin ser por ello pertinentes, pues no son 

determinantes para enjuiciar la solvencia económica 



 

 

 

de los interesados, entendida como imposibilidad o 

negativa infundada a pagar la deuda. Las   sentencias 

de esta sala 13/2013, de 29 de enero , 672/2014, de 

19 de noviembre , 740/2015, de 22 de diciembre , y 

114/2016, de 1 de marzo , realizan algunas 

consideraciones generales sobre esta cuestión, al 

declarar que la LOPD descansa en principios de 

prudencia, ponderación y veracidad, de modo que los 

datos objeto de tratamiento deben ser auténticos, 

exactos, veraces y deben estar siempre actualizados, 

y por ello el interesado tiene derecho a ser 

informado de los mismos y a obtener la oportuna 

rectificación o cancelación en caso de error o 

inexactitud. Cuando se trata de ficheros relativos al 

cumplimiento de obligaciones dinerarias, la deuda 

debe ser además de vencida y exigible, cierta, es 

decir, inequívoca, indudable, siendo necesario además 

el previo requerimiento de pago. Por tal razón, no 

cabe incluir en estos registros datos personales por 

razón de deudas inciertas, dudosas, no pacíficas o 

sometidas a litigio. Para que concurra esta 

circunstancia en la deuda, que excluya la 

justificación de la inclusión de los datos personales 

en el registro de morosos, basta con que aparezca un 

principio de prueba documental que contradiga su 

existencia o certeza. Si la deuda es objeto de 

controversia, porque el titular de los datos 

considera legítimamente que no debe lo que se le 

reclama, la falta de pago no es indicativa de la 

insolvencia del afectado. Puede que la deuda resulte 

finalmente cierta y por tanto pueda considerarse como 

un dato veraz. Pero no era un dato pertinente y 

proporcionado a la finalidad del fichero 

automatizado, porque este no tiene por finalidad la 

simple constatación de las deudas, sino la solvencia 

patrimonial de los afectados. Por ello solo es 

pertinente la inclusión en estos ficheros de aquellos 

deudores que no pueden o no quieren, de modo no 

justificado, pagar sus deudas, pero no aquellos que 

legítimamente discrepan del acreedor respecto de la 

existencia y cuantía de la deuda. 4.-    La inclusión 

en los registros de morosos no puede constituir una 



 

 

 

presión ilegítima para que los clientes paguen deudas 

controvertidas Es pertinente recordar aquí lo que 

declaró la sentencia de esta Sala 176/2013, de 6 de 

marzo y ha sido recogido en varias sentencias 

posteriores:«La inclusión en los registros de morosos 

no puede ser utilizada por las grandes empresas para 

buscar obtener el cobro de las cantidades que estiman 

pertinentes, amparándose en el temor al descrédito 

personal y menoscabo de su prestigio profesional y a 

la denegación del acceso al sistema crediticio que 

supone aparecer en un fichero de morosos, evitando 

con tal práctica los gastos que conllevaría la 

iniciación del correspondiente procedimiento 

judicial, muchas veces superior al importe de las 

deudas que reclaman.» Por tanto, esta Sala estima que 

acudir a este método de presión representa en el caso 

que nos ocupa una intromisión ilegítima en el derecho 

al honor [...] »……………..(…..)…..” 

La jurisprudencia, como vemos, exige que en 

cumplimiento de la normativa descrita en las 

obligaciones de tipo dinerario, la deuda incierta no 

cabe su inclusión en este tipo de ficheros, y es 

cierto, en este supuesto que cuando se consumo la 

cesión de créditos, la demandada recibió un crédito 

que según unos movimientos bancarios y su extracto, 

concretaba una deuda, pero esa no era tal a los 

efectos que nos ocupan ya que la actora la niega, 

bien por no existir o por desconocerla, y esa 

circunstancia exige una prueba mayor un plus 

probatorio que reste dudas. Este es el elemento 

fundamental para considerar que la intromisión en el 

honor se acredita, pero tampoco podemos dar por 

acreditada la aseveración de la demandada de que 

existió un previo requerimiento de pago a los efectos 

de inclusión en los ficheros, se probó que se 

enviaron las comunicaciones que ya comentamos, pero 

no se probo que la actora recibió esas 

comunicaciones, solo se probó que fueron enviadas, y 

en todo caso es algo que corresponde en virtud de las 

reglas del artículo 217 probar a la parte demandada. 

Por lo expuesto, tal y como lo entiende la parte 

actora y el Ministerio Fiscal, el supuesto de autos 



 

 

 

se consagra como un atentado al derecho de honor de 

la demandante por la Entidad demandada, con 

infracción del artículo 92 de la L.O.1/1982, de 

Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad 

Personal y Familiar y a la Propia Imagen, puesto en 

relación con el artículo7.7 de dicho texto legal, los 

artículos 4, 20 y concordantes de la L.O. 3/2018 de 

5 de Diciembre de 2.018 de Protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos Digitales, 

artículos4-1,4-3 y 29 de la L.O.15/1999, de 

Protección de Datos de Carácter Personal y los 

artículos 8.5 y 38, 39 y 43 del Reglamento de 

Desarrollo de la L.O.15/1999, aprobado por Real 

Decreto 1720/2007 asi como los artículos 1096, 1100, 

1101, 1108 del Código Civil, en la relación de los 

preceptos con el artículo 18 de la Constitución 

Española. 

 

QUINTO.- Se solicita por la parte actora una 

indemnización a cargo de la demandada por la 

inclusión indebida, que hemos estimado ya como de 

intromisión ilegítima del derecho de honor de la 

actora, por importe de 4.500 euros , cantidad 

desproporcionada a juicio de la demandada, que con 

carácter subsidiario a la desestimación de la 

demanda, solicita la moderación de la indemnización, 

que se ha considerado adecuada por el Ministerio 

Fiscal que se fije en 3.000 euros. 

Es evidente, y así lo concluye la práctica diaria de 

los Tribunales, la dificultad de probar los daños 

morales o el daño moral como concepto, pero lo es aún 

más, una vez constado un daño indemnizable de tipo 

moral, fijar los parámetros de la cuantía 

indemnizatoria, lo que conlleva un análisis del caso 

concreto. En relación al supuesto de autos , la 

actora es fácil comprender que se sintiera presionada 

al sufrir consecuencias negativas que partían de un 

concepto de deudor con el consiguiente 

desmerecimiento y descrédito, explicando en el acto 

del juicio que además de experimentar un sentimiento 

de vergüenza, tuvo problemas dettra. En tal sentido 

citamos el criterio seguido, entre otras, por la 



 

 

 

Sentencia del Tribunal Supremo Sala Primera de fecha 

21 de junio de 2018 en resolución al recurso nº 

5199/17, que explica de forma muy adecuada a la causa 

que nos ocupa, posibles parámetros para la 

indemnización del daño en estos casos, de la cual 

mencionamos unos pasajes muy   ilustrativos. Así se 

dice que “…….(………)…. 2.- Constituye doctrina 

constante de esta Sala (entre las más recientes, 

SSTS de 9 de octubre de 2015, rec. núm. 669 / 2013, 

de 10 de febrero de 2014, rec. núm. 2298/2011 , y 

22 de enero de 2014, rec. Núm. 1305/2011 ) que la 

fijación de la cuantía de las indemnizaciones por 

resarcimiento de daños morales en este tipo de 

procedimientos es competencia de los tribunales de 

instancia, cuya decisión al respecto ha de respetarse 

en casación salvo que «no se hubiera atenido a los 

criterios que establece el art. 9.3 LO 1/82 » ( 

STS de 17 de julio de 2014, rec. núm. 1588/2008 , con 

cita de las SSTS 21 de noviembre 2008 en rec. Núm. 

1131/06 , 6 de marzo de 2013 en rec. Núm. 868/11 , 

24 de febrero de 2014 en rec. núm. 229/11 y 28 de 

mayo de 2014 en rec. núm. 2122/07   ) o en caso de 

error notorio, arbitrariedad o notoria desproporción 

(   sentencias de 5 de diciembre de 2000 ,   31 de 

enero de 2001 ,   25 de enero de 2002 ,   10 de junio 

de 2002 ,   3 de febrero de 2004 ,   28 de marzo de 

2005 , 9 de junio de 2005 , 21 de abril de 2005 , 

17 de enero de 2006 , 27 de febrero de 2006 , 5 de 

abril de 2006 , 9 de junio de 2006 , 13 de junio de 

2006 , 16 de noviembre de 2006 ) 3.- La sentencia 

261/2017, de 26 de abril , hace una síntesis de la 

doctrina relevante sobre la materia, de interés para 

el recurso, sostenida por la sala. (i) El artículo 

9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 , en su redacción 

anterior a la reforma operada por la Ley Orgánica 

5/2010, que entró en vigor a partir del 23 de 

diciembre de 2010 y que es la aplicable dada la fecha 

de los hechos, dispone que «La existencia de 

perjuicio se presumirá siempre que se acredite la 

intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá 

al daño moral que se valorará atendiendo a las 

circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión 



 

 

 

efectivamente producida, para lo que se tendrá en 

cuenta en su caso, la difusión o audiencia del medio 

a través del que se haya producido. También se 

valorará el beneficio que haya obtenido el causante 

de la lesión como consecuencia de la misma».   Esta 

Sala ha declarado en STS de 5 de junio de 2014, rec. 

núm. 3303/2012 , que dada la presunción iuris et de 

iure , esto es, no susceptible de prueba en 

contrario, de existencia de perjuicio indemnizable, 

el hecho de que la valoración del daño moral no pueda 

obtenerse de una prueba objetiva no excusa ni 

imposibilita legalmente a los tribunales para fijar 

su cuantificación, «a cuyo efecto ha de tenerse en 

cuenta y ponderar las circunstancias concurrentes en 

cada caso ( sentencias de esta sala núm. 964/2000, 

de 19 de octubre , y núm. 12/2014, de 22 de enero 

)». Se trata, por tanto, «de una valoración 

estimativa, que en el caso de daños morales derivados 

de la vulneración de un derecho fundamental del art. 

18.1 de la Constitución , ha de atender a los 

parámetros previstos en el   art. 9.3 de la Ley 

Orgánica 1/1982 , de acuerdo con la incidencia que en 

cada caso tengan las circunstancias relevantes para 

la aplicación de tales parámetros, utilizando 

criterios de prudente arbitrio». (ii) También ha 

afirmado la sala que no son admisibles las 

indemnizaciones de carácter meramente simbólico. Como 

declara la sentencia de esta Sala núm. 386/2011, de 

12 de diciembre , «según la jurisprudencia de esta 

Sala (SSTS de 18 de noviembre de 2002 y 28 de abril 

de 2003 ) no es admisible que se fijen 

indemnizaciones de carácter simbólico, pues al 

tratarse de derechos protegidos por la CE como 

derechos reales y efectivos, con la indemnización 

solicitada se convierte la garantía jurisdiccional en 

un acto meramente ritual o simbólico incompatible con 

el contenido de los artículos 9.1 ,   1.1 . y   53.2 

CE   y la correlativa exigencia de una reparación 

acorde con el relieve de los valores e intereses en 

juego ( STC 186/2001 , FJ 8)» ( STS 4 de diciembre 

2014, rec. núm. 810/2013 ). (iii) La inclusión de 

los datos de una persona en un registro de morosos 



 

 

 

sin cumplirse los requisitos establecidos por la 

LOPD, sería indemnizable en primer lugar la 

afectación a la dignidad en su aspecto interno o 

subjetivo, y en el externo u objetivo relativo a la 

consideración de las demás personas.Para valorar este 

segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, de 

18 de febrero , que ha de tomarse en consideración la 

divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo 

mismo que sólo hayan tenido conocimiento los 

empleados de la empresa acreedora y los de las 

empresas responsables de los registros de morosos que 

manejan los correspondientes ficheros, a que el dato 

haya sido comunicado a un número mayor o menor de 

asociados al sistema que hayan consultado los 

registros de morosos. También sería indemnizable el 

quebranto y la angustia producida por las gestiones 

más o menos complicadas que haya tenido que realizar 

el afectado para lograr la rectificación o 

cancelación de los datos incorrectamente tratados.4.- 

La sentencia 512/2017 , de 221 de septiembre, 

declara que una indemnización simbólica, en función 

de las circunstancias que concurren, tiene un efecto 

disuasorio inverso……………….(….)…Si se pone en relación 

el quantum a indemnizar con la escasa 

trascendencia, por ser pequeña la deuda, tenemos 

declarado (sentencia 81/20115 de 18 de febrero) que 

no puede aceptarse el argumento de que la inclusión 

de datos sobre una deuda de pequeña entidad en un 

registro de morosos no supone una intromisión 

ilegítima en el derecho al honor de una trascendencia 

considerable (y por tanto no puede dar lugar más que 

a una pequeña indemnización) porque claramente 

muestra que no responde a un problema de solvencia 

sino a una actuación incorrecta del acreedor. La 

inclusión en registros de morosos por deudas de 

pequeña cuantía es correcta y congruente con la 

finalidad de informar sobre la insolvencia del deudor 

y el incumplimiento de sus obligaciones dinerarias. Y 

cuando tal inclusión se ha realizado, quienes 

consultan el registro pueden suponer legítimamente 

que el acreedor ha cumplido con las exigencias del 

principio de calidad de los datos, y que por tanto es 



 

 

 

cierto que el afectado ha dejado de cumplir sus 

obligaciones dinerarias. Por tanto, la escasa cuantía 

de la deuda no disminuye la importancia del daño 

moral que le causó a la demandante la inclusión en 

los registros de morosos. 7.- Tampoco cabe tener en 

cuenta que no conste que la citada inclusión le haya 

impedido a la recurrente acceder a créditos o 

servicios…..(…….)……iii) La inclusión de los datos de 

una persona en un registro de morosos sin cumplirse 

los requisitos establecidos por la LOPD, sería 

indemnizable en primer lugar la afectación a la 

dignidad en su aspecto interno o subjetivo, y en el 

externo u objetivo relativo a la consideración de las 

demás personas… ”. 

Con lo cual entendemos que es adecuada la 

indemnización solicitada por el Ministerio Fiscal en 

la cifra de 3000 euros en la cuantía demandada al 

guardar proporción con el daño ocasionado a la 

actora, y todo ello con intereses legales desde la 

interpelación judicial, artículos 1.100 y 1108 CC. 

SEXTO.- De conformidad con el Artículo 394 de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil, por ser la estimación de la 

demanda íntegra, debe abonar la demandada las costas 

procesales. Se considera que la estimación de la 

demanda es integra, pues solo hay una variación a la 

cuantía de la indemnización concedida en relación a 

lo solicitado, pero la estimación es sustancial, ya 

que se acoge el petitum de la demanda en todas sus 

pretensiones. 

Vistos los artículos citados y demás de general y 

pertinente aplicación 
 

FALLO 

 

Que estimando íntegramente la demanda interpuesta en 

nombre de     ,   contra 

la Entidad INTRUM INVESTMENT , se declara intromisión 

ilegítima en el honor de     

, el mantenimiento por la demandada, en los 

registros de solvencia patrimonial ASNEF EQUIFAX de 

datos relativos a la actora, condenando a la 

demandada a estar y pasar por esta declaración y 



 

 

 

condenándola al pago de una indemnización por daño 

moral a      de 3.000 

euros mas los intereses legales descritos, y a 

llevar a cabo todos los actos necesarios para 

excluir a la actora del fichero de morosos en el que 

ha sido incluida. 

 

Se condena a la Entidad INTRUM INVESTMENT al abono de 

las costas. 

 

 

 
MODO DE IMPUGNACIÓN: mediante recurso de apelación 

para ante la Audiencia Provincial de Asturias. El 

recurso se interpondrá por medio de escrito presentado 

en este Juzgado en el plazo de veinte días hábiles 

contados desde el día siguiente de la notificación. El 

apelante deberá exponer las alegaciones en que se base 

la impugnación, además de citar la resolución apelada 

y los pronunciamientos que impugna. 

 

Líbrese testimonio de la presente, el cual se llevará 

a los autos de su razón, quedando el original en el 

Libro de Sentencias. 

 

Notifíquese a las partes. 

 

Así por esta mi Sentencia la pronuncio, mando y 

firmo. 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 




